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Los viernes de cada semana se publicarán las tesis jurisprudenciales y aisladas del Pleno de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, de sus Salas, de los Plenos Regionales y de los Tribunales Colegiados de Circuito; así 
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Registro digital: 2025846 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Penal, Constitucional 

Tesis: 1a. I/2023 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Aislada 
 
DELITOS CONTRA LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA COMETIDOS POR SERVIDORES PÚBLICOS. EL 
ARTÍCULO 225, FRACCIÓN VI, DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL NO VULNERA EL PRINCIPIO DE 
LEGALIDAD EN MATERIA PENAL, EN SU VERTIENTE DE TAXATIVIDAD. 
Hechos: Un operador jurídico conoció de un amparo indirecto en el que concedió la medida cautelar 
para que no fueran suspendidos los derechos políticos de la parte quejosa quien era prófugo de la 
acción de la justicia, ya que existía una orden de aprehensión en su contra, determinación que se 
emitió en contravención a la restricción prevista en el artículo 38, fracción V, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. Dicha actuación del juzgador originó que se ejerciera 
acción penal en su contra y se dictara auto de formal prisión al actualizarse los elementos del cuerpo 
del delito contra la administración de justicia previsto en el artículo 225, fracción VI, del Código 
Penal Federal. El inculpado promovió juicio de amparo indirecto en el que reclamó la 
inconstitucionalidad del precepto mencionado, bajo el argumento de que era violatorio del principio 
de legalidad en materia penal en su vertiente de taxatividad, dado que no existe precepto legal 
alguno que determine qué debe entenderse por "resolución de fondo", a fin de que se tenga certeza 
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sobre la actualización del delito. El Juez de Distrito del conocimiento negó el amparo solicitado, 
resolución que fue recurrida en revisión. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que el 
artículo 225, fracción VI, del Código Penal Federal al prever el elemento normativo "resolución de 
fondo" del tipo penal, no vulnera el principio de legalidad en materia penal en su vertiente de 
taxatividad contenido en el artículo 14, párrafo tercero, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. 
 
Justificación: La fracción VI del artículo 225 del Código Penal Federal prevé el delito contra la 
administración de justicia cometido por servidores públicos consistente en dictar, a sabiendas, una 
resolución de fondo o una sentencia definitiva que sean ilícitas por violar algún precepto terminante 
de la ley, o ser contrarias a las actuaciones seguidas en juicio o al veredicto de un jurado. Tal 
descripción típica permite identificar diversos elementos normativos, entre otros, el denominado 
"resolución de fondo", ya que para desentrañar su significado se requiere una cierta valoración 
cuidando no incurrir en una interpretación por analogía de algún otro concepto, a fin de tutelar el 
principio de exacta aplicación de la ley penal. Ahora bien, la circunstancia de que no se contemple 
una definición legal que establezca cuándo se está en presencia de una "resolución de fondo", no 
implica desconocer los distintos tipos de resoluciones que formalmente puede emitir el juzgador en 
los juicios o procesos, como acontece con las "resoluciones de fondo" para dilucidar una cuestión 
accesoria o incidental al presentarse temas controvertidos por las partes que ameritan ser resueltas 
de manera previa al dictado de la sentencia definitiva. Además, para un juzgador, sujeto activo del 
delito con calidad específica, no le resultaría excesivo o irrazonable comprender el término 
"resolución de fondo", al grado que le genere confusión o incertidumbre el significado de ese 
concepto, dados los conocimientos jurídicos que se requieren para pronunciar una determinación 
judicial, lo que constituye una actividad que realiza de forma cotidiana para resolver aspectos 
accesorios del negocio o incidentales, indispensables para el curso de los juicios. Por lo tanto, 
imponer al legislador la carga de describir con suficiente precisión y exactitud el término "resolución 
de fondo", implicaría una obligación excesiva que escapa del mandato de taxatividad, toda vez que 
conocer el contenido del referido elemento normativo de la descripción típica, no implica un mayor 
esfuerzo de comprensión del destinatario de la norma. En ese tenor, el elemento normativo de 
mérito cumple la función dirigida al núcleo esencial de casos regulados por la norma, ya que permite 
a sus destinatarios conocer con antelación, de forma clara y precisa, qué les está permitido o 
prohibido hacer, así como la consecuencia jurídica de su actuar. 
 
PRIMERA SALA. 
Amparo en revisión 161/2021. Efraín Cázares López. 25 de agosto de 2021. Mayoría de tres votos 
de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, y el Ministro Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
particular. Ausente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Ministra Norma Lucía 
Piña Hernández. Secretario: Suleiman Meraz Ortiz. 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de enero de 2023 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Registro digital: 2025849 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Constitucional, Civil 

Tesis: 1a./J. 5/2023 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 
IMPEDIMENTO PARA CONTRAER MATRIMONIO. EL PREVISTO EN EL ARTÍCULO 4.7, FRACCIÓN IX, 
DEL CÓDIGO CIVIL DEL ESTADO DE MÉXICO, EN SU TEXTO ANTERIOR A LA REFORMA PUBLICADA 
EN LA GACETA DEL GOBIERNO EL 1 DE NOVIEMBRE DE 2022, CONSISTENTE EN PADECER 
"ENFERMEDADES CRÓNICAS E INCURABLES QUE SEAN CONTAGIOSAS O HEREDITARIAS", 
CONTRAVIENE LOS DERECHOS A LA SALUD Y AL LIBRE DESARROLLO DE LA PERSONALIDAD. 
Hechos: Una persona demandó el reconocimiento del concubinato igualitario que tenía con el autor 
de una sucesión y que, como consecuencia, se le reconociera su derecho a heredar. La sucesión 
demandada negó dicho reconocimiento argumentando, entre otras cosas, que de acuerdo con el 
artículo 4.403 del Código Civil del Estado de México, uno de los requisitos para reconocer la 
existencia del concubinato, es que no se tengan impedimentos legales para contraer matrimonio; y 
de acuerdo con lo establecido en el artículo 4.7, fracción IX, del propio ordenamiento, en su texto 
anterior a la reforma publicada en la Gaceta del Gobierno el 1 de noviembre de 2022, uno de los 
impedimentos para contraer matrimonio, son las enfermedades crónicas e incurables que sean 
contagiosas o hereditarias; y que en el caso, el autor de la sucesión tenía una enfermedad de ese 
tipo. El Juez que conoció del asunto negó la procedencia de la acción al considerar que la actora no 
acreditó que tuviera una vida en común, constante y permanente con el autor de la sucesión. En 
contra de esa decisión, la parte actora apeló obteniendo sentencia favorable. Al no estar conforme 
con esa decisión, la parte demandada promovió un primer juicio de amparo directo alegando, entre 
otras cosas, que no se atendió la excepción que opuso al contestar la demanda. En cumplimiento a 
esa ejecutoria, la responsable dictó una nueva sentencia en la que reiteró que sí se acreditó la 
existencia del concubinato, por lo que la inconforme promovió un segundo juicio de amparo directo 
reiterando que no se había analizado la excepción mencionada. El Tribunal Colegiado de Circuito del 
conocimiento negó el amparo porque, al analizar ese argumento, consideró que atendiendo al 
nuevo paradigma de derechos humanos, la orientación sexual y afectiva de las personas no debe 
constituir una limitante para acceder en condiciones de igualdad a los derechos que otorga el 
sistema jurídico mexicano; y que como consecuencia, en el caso no debía aplicarse el artículo 4.7, 
fracción IX, del Código Civil del Estado de México, porque en su connotación tiene categorías 
sospechosas basadas en la orientación sexual de las personas. Inconforme, la quejosa interpuso 
recurso de revisión alegando que el impedimento para contraer matrimonio contenido en el aludido 
artículo 4.7, fracción IX, referente a no padecer enfermedades crónicas e incurables que sean 
contagiosas o hereditarias, no se encuentra redactado en términos discriminatorios, en razón de la 
preferencia sexual de las personas. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el 
impedimento para contraer matrimonio, previsto en el artículo 4.7, fracción IX, del Código Civil del 
Estado de México, consistente en padecer enfermedades crónicas e incurables que sean contagiosas 
o hereditarias, contraviene los derechos a la salud y al libre desarrollo de la personalidad. 
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Justificación: El artículo 4.7 del Código Civil del Estado de México establece una serie de hipótesis 
que el legislador consideró como impedimentos para contraer matrimonio. Entre esas hipótesis, la 
fracción IX prevé las enfermedades crónicas e incurables que sean contagiosas o hereditarias; por 
tanto dicha fracción hace una distinción por cuestiones de salud, la cual puede dar lugar a una 
discriminación prohibida por el artículo 1o. constitucional; sin embargo, no todo tratamiento 
jurídico diferente es discriminatorio; por ende, para determinar si esa diferencia de trato es objetiva 
y razonable, deberá efectuarse un estudio cuya intensidad dependerá del criterio empleado al 
analizarla, pues existen dos niveles de escrutinio, el ordinario y el estricto; y en el caso es aplicable 
este último, en tanto que la distinción se basa en una categoría sospechosa. Así, aplicando ese nivel 
de escrutinio, se puede concluir que la distinción que hace el legislador mexiquense cumple con una 
finalidad constitucionalmente imperiosa, pues el impedimento busca proteger el derecho a la salud 
de diversas personas, pues no sólo intenta que la o el posible cónyuge o concubina no se contagie, 
sino que además busca que los hijos que pudieran resultar de esa unión no la hereden; sin embargo, 
esa distinción no está totalmente vinculada con la finalidad constitucional imperiosa, porque en 
realidad acaba por transgredir el derecho a la salud y el derecho al libre desarrollo de la 
personalidad, tanto de la persona que padece las enfermedades en que se sustenta el impedimento, 
como el de la persona que desea unirse a ella (en matrimonio o concubinato). Lo anterior porque la 
salud es un derecho humano fundamental e indispensable para el ejercicio adecuado de los demás 
derechos, pues la salud debe ser entendida no sólo como la ausencia de afecciones o enfermedades, 
sino también como un estado completo de bienestar físico, mental o social, derivado de un estilo 
de vida que permita alcanzar a las personas un balance integral, de suerte que ese derecho se 
relaciona con otros derechos como son: el derecho al libre desarrollo de la personalidad, el derecho 
a fundar una familia y el derecho de acceso a la información. Así, la decisión de contraer o no 
matrimonio, o de unirse o no en concubinato, pertenece a la esfera de las decisiones autónomas de 
los individuos respecto a su vida privada y familiar y se toma en ejercicio del derecho al libre 
desarrollo de la personalidad. Este poder de decisión, sin duda, se vincula con el bienestar mental y 
emocional de las personas; por tanto, con el derecho a la salud. En consecuencia, impedir el 
matrimonio y el concubinato por padecer enfermedades crónicas e incurables que sean contagiosas 
o hereditarias, en realidad se contrapone con el derecho a la salud, en tanto que ese impedimento 
limita el derecho al libre desarrollo de la personalidad; y al incidir en el aspecto mental y social de 
aquel a quien se le impide acceder a esas instituciones, necesariamente incide de manera negativa 
en su derecho a la salud; por ello, el requisito en cuestión no está totalmente vinculado con la 
finalidad constitucional imperiosa que pretende proteger, pues se deja de atender que el derecho 
a la salud incide en el bienestar emocional y mental de la persona, y que para lograr ese bienestar 
es importante reconocer el derecho al libre desarrollo de la personalidad, el cual implica la libertad 
de contraer o no matrimonio o de unirse o no en concubinato y, si bien el derecho al libre desarrollo 
de la personalidad de la persona que padece la enfermedad contagiosa e incurable, puede encontrar 
límite en el derecho de la persona con la que desea unirse en matrimonio o concubinato, lo cierto 
es que el derecho a la salud no sólo abarca el acceso a servicios para disfrutar del más alto nivel 
posible de salud, sino que además comprende la libertad de cada individuo de controlar su salud y 
su cuerpo y el derecho a no padecer injerencias; por tanto, al haber una incidencia entre la 
integridad física y psicológica con la autonomía personal y la libertad de tomar decisiones sobre el 
propio cuerpo, este derecho exige que, por un lado, el Estado asegure y respete decisiones y 
elecciones hechas en forma libre y responsable; y por otro, que garantice el acceso a información 
relevante, para que las personas estén en condiciones de tomar decisiones informadas sobre el 
curso de acción respecto a su cuerpo y salud, de acuerdo a su propio plan de existencia; por tanto, 
en materia de salud, el suministro de información oportuna, completa, comprensible y fidedigna 
debe realizarse de oficio debido a que ésta es imprescindible para la toma de decisiones en dicho 
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ámbito. Bajo esa lógica, la decisión de unirse en matrimonio o en concubinato con una persona que 
padece una enfermedad crónica o incurable que sea contagiosa o hereditaria, únicamente 
corresponde al ámbito de aquel que puede sufrir ese riesgo, por eso cualquier impedimento que 
resulte absoluto para acceder a esas instituciones es ilegal, pues si bien las autoridades en el ámbito 
de sus respectivas competencias tienen la obligación de prevenir y garantizar la inmunización de 
enfermedades contagiosas, endémicas y de cualquier otra índole, dicha prevención debe resultar 
acorde con el derecho que se pretende proteger, de tal suerte que la mejor manera de proteger la 
salud de quien desea contraer matrimonio o unirse en concubinato, no es prohibir de manera 
absoluta el acceso a esas instituciones, sino el suministrar información oportuna, completa, 
comprensible y fidedigna que resulte imprescindible para la toma de una decisión informada a ese 
respecto. 
 
PRIMERA SALA. 
Amparo directo en revisión 670/2021. 27 de octubre de 2021. Cinco votos de las Ministras Norma 
Lucía Piña Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto 
concurrente. Ponente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Mercedes Verónica 
Sánchez Miguez. 
 
Tesis de jurisprudencia 5/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de dieciocho de enero de dos mil veintitrés. 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de enero de 2023 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de enero de 2023, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 
 

 

Registro digital: 2025850 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Civil, Constitucional 

Tesis: 1a./J. 6/2023 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 
IMPEDIMENTO PARA CONTRAER MATRIMONIO. EL PREVISTO EN EL ARTÍCULO 4.7, FRACCIÓN IX, 
DEL CÓDIGO CIVIL DEL ESTADO DE MÉXICO, EN SU TEXTO ANTERIOR A LA REFORMA PUBLICADA 
EN LA GACETA DEL GOBIERNO EL 1 DE NOVIEMBRE DE 2022, CONSISTENTE EN PADECER 
"ENFERMEDADES CRÓNICAS E INCURABLES QUE SEAN CONTAGIOSAS O HEREDITARIAS", ESTÁ 
REDACTADO EN TÉRMINOS NEUTROS Y, POR TANTO, NO CONLLEVA UNA DISCRIMINACIÓN 
SUSTENTADA EN LA PREFERENCIA SEXUAL DE LAS PERSONAS. 
Hechos: Una persona demandó a la sucesión de quien afirmó fue su concubino, el reconocimiento 
del concubinato igualitario que tenía con el autor de la sucesión y que, como consecuencia, se le 
reconociera su derecho a heredar. La parte demandada negó dicho reconocimiento argumentando, 
entre otras cosas, que de acuerdo con el artículo 4.403 del Código Civil del Estado de México, uno 
de los requisitos para reconocer la existencia del concubinato, es que no se tengan impedimentos 
legales para contraer matrimonio; y de acuerdo con el artículo 4.7, fracción IX, del propio 
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ordenamiento, en su texto anterior a la reforma publicada en la Gaceta del Gobierno el 1 de 
noviembre de 2022, uno de los impedimentos para contraer matrimonio, son las enfermedades 
crónicas e incurables que sean contagiosas o hereditarias; y que en el caso, el autor de la sucesión 
tenía una enfermedad de ese tipo. El Juez que conoció del asunto negó la procedencia de la acción 
al considerar que la actora no acreditó que tuviera una vida en común, constante y permanente con 
el autor de la sucesión. En contra de esa decisión, la parte actora apeló obteniendo sentencia 
favorable. Al no estar conforme con esa decisión, la parte demandada promovió un primer juicio de 
amparo directo alegando, entre otras cosas, que no se atendió la excepción que opuso al contestar 
la demanda. En cumplimiento a esa ejecutoria, la responsable dictó una nueva sentencia en la que 
reiteró que sí se acreditó la existencia del concubinato, por lo que la inconforme promovió un 
segundo juicio de amparo directo reiterando que no se había analizado la excepción mencionada. 
El Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento negó el amparo porque, al analizar ese 
argumento, consideró que atendiendo al nuevo paradigma de derechos humanos, la orientación 
sexual y afectiva de las personas no debe constituir una limitante para acceder en condiciones de 
igualdad a los derechos que otorga el sistema jurídico mexicano; y que como consecuencia, en el 
caso no debía aplicarse el artículo 4.7, fracción IX, del Código Civil del Estado de México, porque en 
su connotación tiene categorías sospechosas basadas en la orientación sexual de las personas. 
Inconforme, la quejosa interpuso recurso de revisión alegando que el impedimento para contraer 
matrimonio contenido en el aludido artículo 4.7, fracción IX, referente a no padecer enfermedades 
crónicas e incurables que sean contagiosas o hereditarias, no conlleva una discriminación 
sustentada en la preferencia sexual de las personas. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el 
impedimento para contraer matrimonio, previsto en el artículo 4.7, fracción IX, del Código Civil del 
Estado de México, consistente en padecer enfermedades crónicas e incurables que sean contagiosas 
o hereditarias, se encuentra redactado en términos neutros y, por tanto, no conlleva una 
discriminación, pues dichas enfermedades no se hacen depender de la preferencia o identidad 
sexual de las personas. 
 
Justificación: El artículo 4.7 del Código Civil del Estado de México establece una serie de hipótesis 
que el legislador consideró como impedimentos para contraer matrimonio, mismos que en términos 
de lo dispuesto en el artículo 4.403 del propio ordenamiento, también son aplicables al concubinato. 
Esas hipótesis se encuentran desplegadas a lo largo de once fracciones; sin embargo, en la fracción 
IX se prevén diversas casusas de impedimento, a saber: i) la impotencia incurable para la cópula; ii) 
la bisexualidad; y iii) las enfermedades crónicas e incurables que sean contagiosas o hereditarias. 
Como se advierte, las dos primeras causas de impedimento aluden a la impotencia incurable para 
la cópula y a la bisexualidad y, por tanto, tienen una vinculación directa con la sexualidad de las 
personas; no obstante, la fracción en comento contiene distintas causas de impedimentos que no 
deben entremezclarse, pues cada una de éstas puede actualizarse de manera autónoma. En 
consecuencia, aunque es verdad que la fracción IX del artículo 4.7 hace referencia a dos causas de 
impedimento que encuentran vinculación con la sexualidad de las personas –como son la 
impotencia incurable para la cópula y la bisexualidad–, lo cierto es que el impedimento referente a 
no padecer enfermedades crónicas e incurables que sean contagiosas o hereditarias, se encuentra 
redactado en términos neutros, es decir, puede tener aplicación para cualquier persona, sin 
importar cuál sea su identidad o preferencia sexual, de manera que no conlleva una discriminación 
sustentada en la preferencia sexual de las personas. 
 
PRIMERA SALA. 
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Amparo directo en revisión 670/2021. 27 de octubre de 2021. Cinco votos de las Ministras Norma 
Lucía Piña Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto 
concurrente. Ponente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Mercedes Verónica 
Sánchez Miguez. 
 
Tesis de jurisprudencia 6/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de dieciocho de enero de dos mil veintitrés. 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de enero de 2023 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de enero de 2023, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Registro digital: 2025851 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Civil 

Tesis: 1a./J. 7/2023 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 
IMPEDIMENTO PARA CONTRAER MATRIMONIO. EL PREVISTO EN EL ARTÍCULO 4.7, FRACCIÓN IX, 
DEL CÓDIGO CIVIL DEL ESTADO DE MÉXICO, EN SU TEXTO ANTERIOR A LA REFORMA PUBLICADA 
EN LA GACETA DEL GOBIERNO EL 1 DE NOVIEMBRE DE 2022, CONSISTENTE EN PADECER 
"ENFERMEDADES CRÓNICAS E INCURABLES QUE SEAN CONTAGIOSAS O HEREDITARIAS", NO ES 
ABSOLUTO, EN TANTO QUE PUEDE DISPENSARSE POR ESCRITO, PERO ES EXCESIVO, AL NO 
RECONOCER TODAS LAS MANERAS EN QUE PUEDE EXPRESARSE EL CONSENTIMIENTO. 
Hechos: Una persona demandó el reconocimiento del concubinato igualitario que tenía con el autor 
de una sucesión y que, como consecuencia, se le reconociera su derecho a heredar. La sucesión 
demandada negó dicho reconocimiento argumentando, entre otras cosas, que de acuerdo con el 
artículo 4.403 del Código Civil del Estado de México, uno de los requisitos para reconocer la 
existencia del concubinato, es que no se tengan impedimentos legales para contraer matrimonio; y 
de acuerdo con el artículo 4.7, fracción IX, del propio ordenamiento, en su texto anterior a la 
reforma publicada en la Gaceta del Gobierno el 1 de noviembre de 2022, uno de los impedimentos 
para contraer matrimonio, son las enfermedades crónicas e incurables que sean contagiosas o 
hereditarias; y que en el caso, el autor de la sucesión tenía una enfermedad de ese tipo. El Juez que 
conoció del asunto negó la procedencia de la acción al considerar que la actora no acreditó que 
tuviera una vida en común, constante y permanente con el autor de la sucesión. En contra de esa 
decisión, la parte actora apeló obteniendo sentencia favorable. Al no estar conforme con esa 
decisión, la parte demandada promovió un primer juicio de amparo directo alegando, entre otras 
cosas, que no se atendió la excepción que opuso al contestar la demanda. En cumplimiento a esa 
ejecutoria, la responsable dictó una nueva sentencia en la que reiteró que sí se acreditó la existencia 
del concubinato, por lo que la inconforme promovió un segundo juicio de amparo directo reiterando 
que no se había analizado la excepción mencionada. El Tribunal Colegiado de Circuito del 
conocimiento negó el amparo porque, al analizar ese argumento, consideró que atendiendo al 
nuevo paradigma de derechos humanos, la orientación sexual y afectiva de las personas no debe 
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constituir una limitante para acceder en condiciones de igualdad a los derechos que otorga el 
sistema jurídico mexicano; y que como consecuencia, en el caso, no debía aplicarse el artículo 4.7, 
fracción IX, del Código Civil del Estado de México, porque en su connotación tiene categorías 
sospechosas basadas en la orientación sexual de las personas. Inconforme, la quejosa interpuso 
recurso de revisión alegando que el impedimento para contraer matrimonio contenido en el artículo 
4.7., fracción IX, del Código Civil, referente a no padecer enfermedades crónicas e incurables que 
sean contagiosas o hereditarias, no se encuentra redactado en términos discriminatorios, en razón 
de la preferencia sexual de las personas. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el 
impedimento para contraer matrimonio, previsto en el artículo 4.7, fracción IX, del Código Civil del 
Estado de México, consistente en padecer enfermedades crónicas e incurables que sean contagiosas 
o hereditarias, no es absoluto, en tanto que puede dispensarse por escrito, pero es excesivo, al no 
reconocer todas las maneras en que puede expresarse el consentimiento. 
 
Justificación: El artículo 4.7 del Código Civil del Estado de México establece una serie de hipótesis 
que el legislador consideró como impedimentos para contraer matrimonio. Entre esas hipótesis, la 
fracción IX prevé las enfermedades crónicas e incurables que sean contagiosas o hereditarias; no 
obstante, esa disposición no conlleva una negativa absoluta para acceder al matrimonio o al 
concubinato, pues señala que esas enfermedades no serán impedimento cuando éstas sean 
aceptadas por escrito; sin embargo, esa exigencia es excesiva, pues se olvida que de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 7.43 del Código Civil del Estado de México, la voluntad de las personas y, 
por ende, su consentimiento, se puede dar de manera expresa o tácita; y que de acuerdo con ese 
propio artículo, el consentimiento tácito resultará de hechos o de actos que lo presupongan o que 
autoricen a presumirlo, excepto en los casos en que por ley o por convenio la voluntad deba 
manifestarse expresamente; sin embargo, el consentimiento expreso, que es el que al caso interesa, 
se puede manifestar verbalmente, por escrito en documentos físicos, electrónicos o por signos 
inequívocos, de manera que el exigir que sea por escrito, hace que no resulte un requisito idóneo 
para cumplir con el propósito de proteger el derecho a la salud de las personas que desean contraer 
matrimonio o unirse en concubinato. 
 
PRIMERA SALA. 
Amparo directo en revisión 670/2021. 27 de octubre de 2021. Cinco votos de las Ministras Norma 
Lucía Piña Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto 
concurrente. Ponente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Mercedes Verónica 
Sánchez Miguez. 
 
Tesis de jurisprudencia 7/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de dieciocho de enero de dos mil veintitrés. 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de enero de 2023 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de enero de 2023, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Registro digital: 2025878 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Constitucional, Penal 

Tesis: 1a./J. 18/2023 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 
ACCESO PLENO A LA JURISDICCIÓN DEL ESTADO DE LAS PERSONAS INDÍGENAS SUJETAS A UN 
PROCEDIMIENTO PENAL. LOS ÓRGANOS JURISDICCIONALES DEBERÁN TOMAR EN CUENTA EL 
CONTEXTO SOCIOCULTURAL Y POLÍTICO EN QUE SE SUSCITAN LOS HECHOS, PARA ADVERTIR SU 
INTENCIÓN. 
Hechos: En el marco de un conflicto suscitado entre un Ayuntamiento y un Consejo Ciudadano 
Indígena, tres de sus miembros fueron condenados por el delito de sabotaje; resolución que fue 
confirmada en apelación. Inconformes, los indígenas sentenciados promovieron juicio de amparo 
directo; el Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento negó el amparo, en contra de esta 
sentencia la parte quejosa interpuso recurso de revisión en el que adujeron la omisión de interpretar 
la fracción VIII del apartado A del artículo 2o. constitucional. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación resuelve que en los 
juicios y procedimientos en que personas indígenas sean sujetas a un procedimiento penal; las 
autoridades jurisdiccionales, para garantizar el derecho de acceso a la plena jurisdicción del Estado, 
deben ser especialmente cuidadosos en evitar que se utilice el derecho punitivo como una forma 
de criminalizar el ejercicio de sus pretendidos derechos, analizando el contexto sociocultural y 
político en que se suscitaron los hechos, para advertir la intención de los inculpados. 
 
Justificación: La fracción VIII del artículo 2o. de la Constitución General establece que para garantizar 
el derecho de acceso a la plena jurisdicción del Estado de las personas indígenas, en todos los juicios 
y procedimientos en que, individual o colectivamente sean parte: 1) se deberán tomar en cuenta 
sus costumbres y especificidades culturales; y, 2) que en todo tiempo tienen derecho a ser asistidos 
por intérpretes y defensores que tengan conocimiento de su lengua y cultura. La identificación de 
lo anterior, es obligación de las autoridades intervinientes en el proceso de origen, concretamente, 
del órgano jurisdiccional; quien además deberá tomar en cuenta el contexto sociocultural y político 
en que se suscitaron los hechos para advertir la intención de los inculpados; sobre todo al haberse 
apreciado a nivel internacional, que la protección de los derechos humanos de los pueblos 
indígenas, se da en el marco de una alta y persistente conflictividad social, acompañada 
frecuentemente de violencia; advirtiéndose una preocupante tendencia a la criminalización de la 
protesta y la disidencia social. En ese sentido las autoridades que imparten justicia en materia penal 
deben ser especialmente cuidadosas en evitar que se utilice el derecho punitivo como una forma de 
criminalizar el ejercicio de sus pretendidos derechos, analizando el contexto sociocultural y político 
en que se suscitaron los hechos. 
 
PRIMERA SALA. 
Amparo directo en revisión 2359/2020. José Gerardo Talavera Pineda y otros. 9 de febrero de 2022. 
Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretarios: Alexandra Valois Salazar y Héctor Vargas Becerra. 
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Tesis de jurisprudencia 18/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veinticinco de enero de dos mil veintitrés.  
Esta tesis se publicó el viernes 3 de febrero de 2023 a las 10:05 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 7 de 
febrero de 2023, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 
1/2021. 
 

 
 

Registro digital: 2025892 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Penal, Constitucional 

Tesis: 1a./J. 17/2023 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 
DEFRAUDACIÓN FISCAL EQUIPARADA. LA PORCIÓN NORMATIVA QUE REFIERE CONSIGNAR EN 
LAS DECLARACIONES QUE SE PRESENTEN PARA LOS EFECTOS FISCALES, INGRESOS ACUMULABLES 
MENORES A LOS REALMENTE OBTENIDOS, CONTENIDA EN LA FRACCIÓN I DEL ARTÍCULO 109 DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, VIGENTE EN DOS MIL DIEZ, NO VULNERA EL DERECHO 
FUNDAMENTAL DE EXACTA APLICACIÓN DE LA LEY PENAL, EN SU VERTIENTE DE TAXATIVIDAD. 
Hechos: El administrador único de una empresa promovió juicio de amparo indirecto en el que 
señaló como actos reclamados la resolución que confirmó el auto de formal prisión que se dictó en 
su contra por el delito de defraudación fiscal equiparada y el artículo 109, fracción I, del Código 
Fiscal de la Federación, vigente en dos mil diez, en el que se fundó, bajo el argumento de que 
transgredía el derecho fundamental de exacta aplicación de la ley penal, en su vertiente de 
taxatividad, porque no establecía diversos aspectos propios de la materia fiscal. El Tribunal Unitario 
del conocimiento sobreseyó en el juicio por el precepto reclamado y negó el amparo por la 
resolución. Inconforme con la sentencia de amparo la parte quejosa interpuso revisión. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que la 
porción normativa que refiere consignar en las declaraciones que se presenten para los efectos 
fiscales, ingresos acumulables menores a los realmente obtenidos, contenida en la fracción I del 
artículo 109 del Código Fiscal de la Federación, vigente en dos mil diez, no vulnera el derecho 
fundamental de exacta aplicación de la ley penal, en su vertiente de taxatividad, por no definir los 
tiempos, los plazos y las condiciones en que iniciaba el cómputo del periodo perentorio para la 
presentación de la declaración anual de ingresos, ni por omitir señalar en qué tipo de declaración 
fiscal se debían consignar los ingresos menores a los que realmente se obtuvieron en el periodo 
correspondiente, o el momento, la persona y la forma en que se obtenían esos ingresos. 
 
Justificación: La fracción I del artículo 109 del Código Fiscal de la Federación, vigente en dos mil diez, 
establece un tipo penal de defraudación fiscal equiparada, alternativamente conformado; así en su 
hipótesis de concreción: consignar en las declaraciones que se presenten para los efectos fiscales, 
ingresos acumulables menores a los realmente obtenidos, la conducta que se sanciona se refiere al 
acto material y doloso de consignar o poner por escrito en una declaración que se presenta para 
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efectos fiscales, ingresos acumulables menores a los que realmente se obtuvieron; con lo que se 
lesiona la actividad recaudatoria del sistema tributario y el patrimonio de la Nación, como bien 
jurídico tutelado. Conducta típica que no resulta contraria al principio de taxatividad que deriva del 
párrafo tercero del artículo 14 de la Constitución Federal, porque cumple con el grado de 
determinación necesario para ser entendida con claridad por sus destinatarios, sean personas físicas 
o empresas obligadas a presentar declaraciones para efectos fiscales, quienes deben obedecer ese 
mandato legal de prohibición de consignar ingresos acumulables menores a los que realmente 
obtuvieron. En ese orden de ideas, el hecho de que la porción normativa en comento no señale los 
tiempos, los plazos y las condiciones en que inicia el cómputo del periodo perentorio para la 
presentación de la declaración anual de ingresos, ni señale en qué tipo de declaración fiscal se deben 
consignar los ingresos menores a los que realmente se obtuvieron en el periodo correspondiente, 
no la torna obscura o inconstitucional, ya que tales aspectos no constituyen elementos objetivos del 
delito de defraudación fiscal, sino aspectos propios de la materia fiscal, que sólo adquieren sentido 
en ciertos contextos y circunstancias relacionadas con la generación de un determinado tributo; por 
tanto, no hay razón para que formen parte de la descripción típica. De igual manera, el momento, 
la persona y la forma en que se obtiene un ingreso acumulable, no pueden considerarse elementos 
típicos del delito de defraudación fiscal equiparada porque además de ser de índole tributaria, son 
previos e independientes a la consumación del ilícito, ya que el contribuyente obligado a declarar 
ingresos acumulables para cumplir con ese mandato, debe acudir a la regulación y condiciones de 
operación, previamente designadas en las leyes relativas a la materia y sólo derivado del inexacto 
cumplimiento a esos ordenamientos legales, es que puede incurrir en el delito fiscal; por tanto, el 
hecho de que los citados aspectos no formen parte de la descripción típica del delito, no implica una 
vulneración al derecho fundamental de exacta aplicación de la ley penal, en su vertiente de 
taxatividad. 
 
PRIMERA SALA. 
Amparo en revisión 91/2022. Alejandro Sotelo Gámez. 19 de octubre de 2022. Cinco votos de las 
Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien está con el sentido, con salvedad en las 
consideraciones y reservó su derecho para formular voto concurrente, y Ana Margarita Ríos Farjat, 
y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Héctor Vargas 
Becerra. 
 
Tesis de jurisprudencia 17/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veinticinco de enero de dos mil veintitrés. 
Esta tesis se publicó el viernes 3 de febrero de 2023 a las 10:05 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 7 de 
febrero de 2023, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 
1/2021. 
 

 
 

Registro digital: 2025894 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Civil, Constitucional 

Tesis: 1a./J. 15/2023 (11a.) 
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Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 
EMBARGO EN JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL. LA REGLA CONTENIDA EN EL ARTÍCULO 1394, 
PRIMER PÁRRAFO, RELACIONADA CON EL DIVERSO 1395, FRACCIÓN II, AMBOS DEL CÓDIGO DE 
COMERCIO, SUPERA EL TEST DE PROPORCIONALIDAD, POR LO QUE ES UNA MEDIDA 
CONSTITUCIONALMENTE VÁLIDA. 
Hechos: Una empresa promovió juicio de amparo indirecto en el que reclamó la resolución que 
declaró infundado el recurso de revocación que interpuso en contra del auto que decretó el 
embargo sobre bienes de su propiedad dentro de un juicio ejecutivo mercantil; así como la 
inconstitucionalidad de los artículos 1394, primer párrafo y 1395, fracción II, del Código de 
Comercio, al aseverar que limitan injustificadamente el derecho de acceso a la justicia, al debido 
proceso, de audiencia y a la propiedad privada, al restringir la disposición de sus bienes. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que la 
hipótesis normativa contenida en los artículos 1394, primer párrafo y 1395, fracción II, del Código 
de Comercio, consistente en el derecho que se le otorga a la parte actora para que solicite el 
embargo desde la diligencia de emplazamiento a juicio, en caso de que la parte demandada no 
realice el pago que le haya sido requerido o no señale bienes suficientes para garantizarlo; supera 
el test de proporcionalidad, por lo que resulta una medida constitucionalmente válida. 
 
Justificación: El primero de los artículos aludidos establece los requisitos mediante los cuales se 
llevará a cabo la diligencia de requerimiento de pago, embargo y emplazamiento en los juicios 
ejecutivos mercantiles, entre los que se contempla que, en caso de que el enjuiciado no haga el 
pago de las prestaciones reclamadas o no señale bienes suficientes para garantizarlo, ese derecho 
se trasladará a la parte actora; mientras que el segundo de dichos numerales determina la prelación 
de bienes que son sujetos de embargo, entre otros, los créditos de fácil y pronto cobro, a satisfacción 
del actor. Tales artículos tienen por objetivo privilegiar la igualdad procesal entre las partes, puesto 
que pretenden equilibrar y evitar que se siguieran cometiendo excesos injustificados ante la poca 
claridad de la ley para llevar a cabo los emplazamientos en los juicios ejecutivos mercantiles; aunado 
a que se busca embargar los bienes de fácil realización a fin de garantizar eficazmente los derechos 
de las partes, lo que dota de certeza jurídica y facilita los procesos ejecutivos. Por ende, dicha 
medida persigue una finalidad constitucionalmente válida pues busca garantizar que la ejecución en 
los juicios ejecutivos mercantiles no pierdan la agilidad y sencillez con que fueron ideados por el 
legislador, evitando que las pretensiones del actor se tornen difíciles o irrealizables; incluyendo el 
derecho del actor para que valore en el acto mismo de la diligencia de embargo, la facilidad de 
realización y pronto cobro de los créditos señalados para embargo por la parte demandada y, una 
vez evaluados, los acepte con el riesgo que ello conlleva. Además, se trata de una medida idónea en 
tanto que con ella se logra asegurar de manera temporal, hasta que se resuelva la contienda, que 
existirán bienes suficientes para cubrir el monto adeudado contemplado en un título que, por sus 
características, trae aparejada ejecución. Asimismo, la designación de embargo sobre los bienes de 
la demandada resulta una medida necesaria para garantizar la satisfacción de los créditos, pues 
constituye un mecanismo legal para asegurar el pago a la parte actora en caso de que resulte 
fundada su pretensión, siempre y cuando la oportunidad del demandante para señalar bienes 
suficientes cuando el enjuiciado no haya hecho uso de ese derecho o, habiendo señalado éstos no 
resulten aptos a consideración de la parte actora, debe estar precedida por el apercibimiento que 
realice la actuaria o persona adscrita al juzgado encargado del proceso de embargo a la enjuiciada, 
para que sea esta última quien haga el señalamiento de bienes suficientes en los que recaerá la 
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medida cautelar. Finalmente, dicha medida supera la grada de proporcionalidad en sentido estricto 
en tanto que permite garantizar la materia del juicio hasta finalizar el proceso, además de que 
resulta una disposición temporal de los bienes que pudieran ser adicionados a petición del actor a 
fin de asegurar el pago del adeudo a su favor, lo que constituye un sacrificio admisible frente a la 
garantía eficaz de una fácil realización del crédito del actor quien, al sustentar su acción en un título 
ejecutivo, goza de una vía privilegiada para ejecutar su crédito. 
 
PRIMERA SALA. 
Amparo en revisión 414/2021. Factor Óptimo, S.A. de C.V., SOFOM, E.N.R. 30 de marzo de 2022. 
Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente: Ministro Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Jorge Arriaga Chan Temblador. 
 
Tesis de jurisprudencia 15/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veinticinco de enero de dos mil veintitrés. 
Esta tesis se publicó el viernes 3 de febrero de 2023 a las 10:05 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 7 de 
febrero de 2023, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 
1/2021. 
 

 
 

Registro digital: 2025898 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Civil, Común 

Tesis: 1a./J. 16/2023 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 
IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN POR FALTA DE INTERÉS 
EXCEPCIONAL. SE ACTUALIZA CUANDO EL ANÁLISIS DE LA INTERPRETACIÓN CONSTITUCIONAL NO 
PUEDE TRASCENDER AL RESULTADO DEL FALLO EN BENEFICIO DEL RECURRENTE. 
Hechos: En un juicio ordinario civil sobre inoficiosidad de testamento, interpuesto en contra de la 
sucesión testamentaria recurrente, en primera instancia se declaró procedente la vía pero 
inacreditada la acción, por lo que la demandada resultó absuelta; ello, bajo la consideración de que 
si bien es cierto que la actora estaba legitimada para solicitar alimentos al haber demostrado que 
mantuvo una relación de hecho con el autor de la sucesión, quien se encontraba casado y a la vez 
hacía vida marital con su esposa, también lo es que contaba con bienes e ingresos suficientes para 
solventar el pago de los alimentos pretendidos. Ambas partes apelaron y el tribunal de alzada 
confirmó la sentencia primigenia. En contra de esa determinación, la sucesión demandada promovió 
juicio de amparo directo, el cual le fue negado. Resolución que impugnó a través del recurso de 
revisión, en el que propuso analizar el alcance del derecho a la igualdad y no discriminación cuando 
de alimentos se trata, respecto de la persona que tiene una relación de hecho y de la diversa que se 
encuentra casada y hace vida marital, ambas con el consorte de esta última, de forma paralela o 
simultánea; ello, frente al derecho de protección a la familia, como justificación para hacer una 
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diferenciación entre los derechos derivados de la relación marital y la diversa extramarital, no con 
motivo del estado civil, sino de la justificada protección al núcleo familiar. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el 
amparo directo en revisión es improcedente por falta de interés excepcional, cuando el análisis de 
la interpretación constitucional no puede trascender al resultado del fallo en beneficio del 
recurrente. 
 
Justificación: Lo anterior es así, porque si bien se cumple con el primero de los requisitos, cuando la 
recurrente se duele de que el Tribunal Colegiado de Circuito no dio respuesta a su concepto de 
violación en el sentido de que debía llevarse a cabo una interpretación directa de los artículos 1o. y 
4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a fin de que en sus términos se 
determinara si una persona que tiene una relación de hecho con una diversa que se encuentra 
casada y que a la vez hace vida marital, tiene derecho o no a recibir alimentos, esto es, a ser tratada 
en igualdad de circunstancias que aquella que se encuentra unida en matrimonio y cumple con los 
fines del mismo, tales como convivencia, afectividad, solidaridad y ayuda mutua; o bien, si se debe 
llevar a cabo una distinción que encuentre justificación en la protección al derecho de familia, lo 
cierto es que no se satisface el diverso requisito de procedencia, relativo a que al asunto le revista 
un interés excepcional, pues ante las circunstancias fácticas del asunto, se concluye que ningún 
beneficio podría aportar a la parte recurrente la interpretación propuesta, ya que fue parte 
demandada en un juicio sobre inoficiosidad de testamento en el que resultó absuelta, pues se 
determinó que atento a lo previsto en el artículo 2626 del Código Civil para el Estado de Guanajuato, 
el autor de la sucesión no tenía la obligación de proporcionar alimentos a la actora, porque ésta 
cuenta con bienes e ingresos propios para solventar sus necesidades; determinación que confirmó 
la alzada y se encuentra firme en virtud de que la actora no la controvirtió a través de amparo 
directo; circunstancias por las que se estima que a ningún efecto práctico conduciría resolver sobre 
la interpretación constitucional propuesta, si la demandada recurrente se encuentra absuelta de las 
prestaciones que le fueron reclamadas. En ese sentido, el artículo 81, fracción II, de la Ley de 
Amparo, establece que el recurso de revisión procede en amparo directo contra sentencias que 
resuelvan la constitucionalidad de normas generales, que establezcan la interpretación directa de 
un precepto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos u omitan decidir sobre tales 
cuestiones cuando hubieren sido planteadas, siempre que a juicio de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, el asunto revista un interés excepcional en materia constitucional o de derechos 
humanos. Esta Primera Sala considera que dicho interés se encuentra satisfecho cuando se cumplen 
sus dos funciones, tanto la tutelar del recurso, esto es, cuando la decisión trasciende al resultado 
del fallo en beneficio del recurrente, como la diversa relativa a ser fuente de estándares 
constitucionales, la cual se actualiza si la resolución del asunto da lugar a un pronunciamiento 
novedoso o de relevancia para el orden jurídico nacional, y también cuando lo decidido en la 
sentencia recurrida implique el desconocimiento de un criterio sometido por el Alto Tribunal, 
relacionado con alguna cuestión propiamente constitucional, por haberse resuelto en contra de 
dicho criterio o se hubiere omitido su aplicación. En ese sentido, serán procedentes únicamente 
aquellos recursos que reúnan ambas características. En el caso particular se considera inacreditado 
el requisito de interés excepcional porque la parte demandada, ahora recurrente, fue absuelta, 
determinación que se encuentra firme, ya que fue avalada por la alzada y no controvertida por la 
actora en amparo directo; de ahí que el análisis de constitucionalidad propuesto únicamente se 
convertiría en una reflexión académica o teórica que no impactaría en el resultado del fallo, pues la 
parte recurrente no podría obtener un mayor beneficio que la absolución ya otorgada; motivos por 
los que el asunto resulta improcedente. 
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PRIMERA SALA. 
Amparo directo en revisión 3333/2022. Sucesión testamentaria a bienes de Octavio Tanda Perera. 
26 de octubre de 2022. Cinco votos de los Ministras Norma Lucía Piña Hernández y Ana Margarita 
Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Claudia 
Lissette Montaño Mendoza. 
 
Tesis de jurisprudencia 16/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veinticinco de enero de dos mil veintitrés. 
Esta tesis se publicó el viernes 3 de febrero de 2023 a las 10:05 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 7 de 
febrero de 2023, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 
1/2021. 
 

 
 

Registro digital: 2025913 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Penal, Constitucional 

Tesis: 1a./J. 20/2023 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 
TRÁFICO DE PERSONAS INDOCUMENTADAS. EL ARTÍCULO 159, FRACCIÓN III, DE LA LEY DE 
MIGRACIÓN, QUE PREVÉ DICHO DELITO, NO VULNERA EL DERECHO A LA IGUALDAD, QUE 
CONSAGRA EL ARTÍCULO 1o. DE LA CONSTITUCIÓN GENERAL. 
Hechos: Una persona fue declarada penalmente responsable de cometer el delito de transporte 
ilícito de personas extranjeras, previsto en el artículo 159, fracción III, de la Ley de Migración; 
determinación que fue confirmada en apelación. Inconforme, el imputado promovió amparo directo 
en el que impugnó la inconstitucionalidad del precepto mencionado, al considerar que vulnera, 
entre otros, el derecho a la igualdad; al respecto, el Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento 
calificó de infundados los argumentos de inconstitucionalidad. En contra de esa determinación, la 
parte quejosa interpuso recurso de revisión. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación resuelve que el artículo 
159, fracción III, de la Ley de Migración no vulnera el derecho a la igualdad consagrado en el artículo 
1o. constitucional, pues de su contenido no se desprende un trato discriminatorio de la persona que 
realice dicha conducta frente al migrante. 
 
Justificación: El artículo 159, fracción III, de la Ley de Migración al establecer que se sancionará con 
prisión y multa a quien albergue o transporte por el territorio nacional, con el objeto de obtener 
directa o indirectamente un lucro, a uno o varios extranjeros con el fin de evadir la revisión 
migratoria, no vulnera el derecho a la igualdad consagrado en el artículo 1o. de la Constitución 
General. Lo anterior en virtud de que no otorga un trato desigual al connacional frente al migrante, 
porque con independencia de la nacionalidad del sujeto activo del delito, se sanciona a quienes 
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cometen la conducta establecida en dicho precepto, atendiendo precisamente al propósito del 
legislador derivado de la necesidad de proteger a la clase desvalida migrante, impidiendo que se 
convierta en víctima de quienes realizan una actividad ilícita con el único ánimo de lucro. Así, la 
norma de trato, en ningún momento prohíbe que los extranjeros sean albergados o transportados, 
ni otorga un trato desigual al migrante, sino que, lo que inhibe es que dichas conductas se realicen 
con el objeto de obtener un lucro, coadyuvando a que los migrantes evadan la revisión migratoria. 
 
PRIMERA SALA. 
Amparo directo en revisión 418/2022. 1 de junio de 2022. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía 
Piña Hernández, quien está con el sentido, pero se aparta de algunos párrafos, y Ana Margarita Ríos 
Farjat, quien está con el sentido, pero se aparta de algunos párrafos, y los Ministros Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, quién formuló voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: 
Alexandra Valois Salazar. 
 
Tesis de jurisprudencia 20/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veinticinco de enero de dos mil veintitrés.  
Esta tesis se publicó el viernes 3 de febrero de 2023 a las 10:05 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 7 de 
febrero de 2023, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 
1/2021. 
 

 
 

Registro digital: 2025914 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Penal, Constitucional 

Tesis: 1a./J. 19/2023 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 
TRÁFICO DE PERSONAS INDOCUMENTADAS. EL ARTÍCULO 159, FRACCIÓN III, DE LA LEY DE 
MIGRACIÓN, QUE PREVÉ LAS PENAS PARA ESTE DELITO, NO VULNERA EL PRINCIPIO DE 
PROPORCIONALIDAD CONSAGRADO EN EL ARTÍCULO 22 DE LA CONSTITUCIÓN GENERAL. 
Hechos: Una persona fue declarada penalmente responsable de cometer el delito de transporte 
ilícito de personas extranjeras, previsto en el artículo 159, fracción III, de la Ley de Migración; 
determinación que fue confirmada en apelación. Inconforme, el imputado promovió amparo directo 
en el que impugnó la inconstitucionalidad del precepto mencionado, al considerar que las penas 
que contempla, vulneran, entre otros, el principio de proporcionalidad de la pena; al respecto, el 
Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento calificó de inoperantes los argumentos de 
inconstitucionalidad. En contra de esa determinación, la parte quejosa interpuso recurso de 
revisión. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación resuelve que el artículo 
159, fracción III, de la Ley de Migración, que prevé las penas para el delito de tráfico de personas 
indocumentadas, no vulnera el principio de proporcionalidad consagrado en el artículo 22 
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constitucional, porque se justifican en la política criminal instrumentada por el legislador y no 
resultan desproporcionadas frente a otros ilícitos que protegen similares bienes jurídicos tutelados. 
 
Justificación: El incremento de las penas para el delito de tráfico de persona indocumentadas, 
consistentes en prisión de ocho a dieciséis años y multa de cinco mil a quince mil días de salario 
mínimo general vigente en el Distrito Federal, ahora Ciudad de México, tiene como objeto combatir 
las constantes violaciones de los derechos humanos de los migrantes en manos de traficantes, con 
sanciones más severas, atendiendo también al grado de afectación del bien jurídico tutelado, que 
no sólo es el control de flujos migratorios, sino que además son la salud pública, los derechos 
humanos de los inmigrantes, el respeto al orden jurídico y la seguridad nacional. Además no resultan 
desmedidas en comparación con las penas establecidas que atentan contra los mismos bienes 
jurídicos protegidos, con similar afectación. 
 
PRIMERA SALA. 
Amparo directo en revisión 418/2022. 1 de junio de 2022. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía 
Piña Hernández, quien está con el sentido, pero se aparta de algunos párrafos, y Ana Margarita Ríos 
Farjat, quien está con el sentido, pero se aparta de algunos párrafos, y los Ministros Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, quién formuló voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: 
Alexandra Valois Salazar. 
 
Tesis de jurisprudencia 19/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veinticinco de enero de dos mil veintitrés.  
Esta tesis se publicó el viernes 3 de febrero de 2023 a las 10:05 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 7 de 
febrero de 2023, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 
1/2021. 
 
 

PRECEDENTES 
 
 

Registro digital: 31217 

Asunto: CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL 46/2021. 

Undécima Época 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Libro 21, Enero de 2023, página 0 

Instancia: Primera Sala 

https://sjfsemanal.scjn.gob.mx/detalle/ejecutoria/31217 
 
VI. CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. CORRESPONDE EN EXCLUSIVA A LA LEGISLATURA ESTATAL 
FIJAR LOS LÍMITES Y EL TERRITORIO DE CADA MUNICIPIO (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE MÉXICO). 
VII. ASENTAMIENTOS HUMANOS Y DESARROLLO URBANO. CORRESPONDE A LAS ENTIDADES 
FEDERATIVAS LEGISLAR EN LA MATERIA EN SUS JURISDICCIONES TERRITORIALES, ASÍ COMO 
ANALIZAR Y CALIFICAR LA CONGRUENCIA Y VINCULACIÓN DE LOS PROGRAMAS MUNICIPALES DE 
DESARROLLO URBANO CON LA PLANEACIÓN ESTATAL A TRAVÉS DE DICTÁMENES DE 
CONGRUENCIA ESTATAL EMITIDOS POR EL PODER EJECUTIVO LOCAL EN TÉRMINOS DE LAS 
FRACCIONES I Y VI DEL ARTÍCULO 10 DE LA LEY GENERAL DE ASENTAMIENTOS HUMANOS, 
ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y DESARROLLO URBANO. 
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IX. ASENTAMIENTOS HUMANOS Y DESARROLLO URBANO EN EL ESTADO DE MÉXICO. EL EJERCICIO 
DE LAS FACULTADES DE DICTAMINACIÓN Y ASESORAMIENTO NO SE REALIZAN BAJO CRITERIOS 
DISCRECIONALES DE LA AUTORIDAD, SINO ÉSTAS SE ENCUENTRAN REGLADAS Y DEBEN 
DELIMITARSE A EVALUAR LA REUNIÓN O NO DE LOS REQUISITOS MÍNIMOS SEÑALADOS POR EL 
ARTÍCULO 5.19 DEL CÓDIGO ADMINISTRATIVO DE LA ENTIDAD. 
X. ASENTAMIENTOS HUMANOS Y DESARROLLO URBANO EN EL ESTADO DE MÉXICO. LA FACULTAD 
DE LA SECRETARÍA DE DESARROLLO URBANO Y OBRA PARA COMPROBAR LA SITUACIÓN URBANA, 
DE SU ÁMBITO DE APLICACIÓN, SU PROBLEMÁTICA Y SUS TENDENCIAS COMO REQUISITO 
MÍNIMO QUE DEBEN SATISFACER LOS PLANES DE DESARROLLO MUNICIPALES EN LA MATERIA, 
NO INCLUYE LA EVALUACIÓN DEL CUMPLIMIENTO DE LOS LÍMITES TERRITORIALES ENTRE LOS 
MUNICIPIOS. 
XI. ASENTAMIENTOS HUMANOS Y DESARROLLO URBANO EN EL ESTADO DE MÉXICO. EL OFICIO 
POR EL QUE LA DIRECTORA GENERAL DE PLANEACIÓN URBANA DE LA SECRETARÍA DE 
DESARROLLO URBANO Y OBRA DEL ESTADO CONDICIONA LA APROBACIÓN DEL PROYECTO DE 
ACTUALIZACIÓN DEL PLAN DE DESARROLLO URBANO PRESENTADO POR EL MUNICIPIO ACTOR A 
LA MODIFICACIÓN DE SUS LÍMITES TERRITORIALES, VULNERA LA FACULTAD DEL CONGRESO 
LOCAL PARA RESOLVER CONFLICTOS TERRITORIALES ENTRE MUNICIPIOS DE ESA ENTIDAD 
PREVISTA EN EL ARTÍCULO 61, FRACCIÓN XXV, DE LA CONSTITUCIÓN LOCAL (INVALIDEZ DEL 
OFICIO 22400001A000000/160/2021, EMITIDO POR LA DIRECCIÓN GENERAL DE PLANEACIÓN 
URBANA DE LA SECRETARÍA DE DESARROLLO URBANO Y OBRA DEL ESTADO DE MÉXICO EL 
VEINTISÉIS DE MARZO DE DOS MIL VEINTIUNO, EL CUAL CONTIENE LA RESPUESTA A LA SOLICITUD 
DE REVISIÓN DEL PROYECTO DE ACTUALIZACIÓN DEL PLAN MUNICIPAL DE DESARROLLO URBANO 
DEL MUNICIPIO DE TULTEPEC). 
XIII. ASENTAMIENTOS HUMANOS Y DESARROLLO URBANO EN EL ESTADO DE MÉXICO. EL OFICIO 
POR EL QUE EL PODER EJECUTIVO LOCAL CONDICIONA LA APROBACIÓN DEL PROYECTO DE 
ACTUALIZACIÓN DEL PLAN DE DESARROLLO URBANO PRESENTADO POR EL MUNICIPIO ACTOR A 
LA MODIFICACIÓN DE SUS LÍMITES TERRITORIALES, EXCEDE SUS FACULTADES EN TANTO QUE NO 
SE LIMITÓ A EVALUAR LA CONGRUENCIA, COORDINACIÓN Y AJUSTE DEL PROYECTO PRESENTADO 
CON LOS PLANES ESTATALES EN LA MATERIA (INVALIDEZ DEL OFICIO 
22400001A000000/160/2021, EMITIDO POR LA DIRECCIÓN GENERAL DE PLANEACIÓN URBANA 
DE LA SECRETARÍA DE DESARROLLO URBANO Y OBRA DEL ESTADO DE MÉXICO EL VEINTISÉIS DE 
MARZO DE DOS MIL VEINTIUNO, EL CUAL CONTIENE LA RESPUESTA A LA SOLICITUD DE REVISIÓN 
DEL PROYECTO DE ACTUALIZACIÓN DEL PLAN MUNICIPAL DE DESARROLLO URBANO DEL 
MUNICIPIO DE TULTEPEC). 
XIV. CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. DECLARACIÓN DE INVALIDEZ QUE VINCULA A LA 
DIRECCIÓN GENERAL DE PLANEACIÓN URBANA DE LA SECRETARÍA DE DESARROLLO URBANO Y 
OBRA ESTATAL PARA QUE VUELVA A EVALUAR EL PROYECTO PRESENTADO POR EL MUNICIPIO 
ACTOR Y EN EL PLAZO CORRESPONDIENTE EMITA SU DICTAMEN REMOVIENDO EL OBSTÁCULO 
SOBRE LÍMITES TERRITORIALES (INVALIDEZ DEL OFICIO 22400001A000000/160/2021 EMITIDO 
POR LA DIRECCIÓN GENERAL DE PLANEACIÓN URBANA DE LA SECRETARÍA DE DESARROLLO 
URBANO Y OBRA DEL ESTADO DE MÉXICO EL VEINTISÉIS DE MARZO DE DOS MIL VEINTIUNO, EL 
CUAL CONTIENE LA RESPUESTA A LA SOLICITUD DE REVISIÓN DEL PROYECTO DE ACTUALIZACIÓN 
DEL PLAN MUNICIPAL DE DESARROLLO URBANO DEL MUNICIPIO DE TULTEPEC). 
 
CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL 46/2021. MUNICIPIO DE TULTEPEC, ESTADO DE MÉXICO. 17 DE AGOSTO DE 2022. 
PONENTE: ALFREDO GUTIÉRREZ ORTIZ MENA. SECRETARIO: DAVID GARCÍA SARUBBI. 
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